Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Por Oficio Nº 2.220, de 30 de diciembre de 1998, vuestra Excelencia me comunicó que el honorable Congreso Nacional tuvo a bien aprobar el proyecto de ley que modifica el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y otros cuerpos legales en materias relativas al delito de violación.

I. PROPÓSITO DEL PROYECTO.

Dicho proyecto de ley tiene por objeto reformular en forma integral el tratamiento que la legislación actual concede a los delitos que atentan contra la libertad de autodeterminación sexual de las personas, describiendo en forma armónica la totalidad de los tipos penales previstos para el amparo de dicho bien jurídico. Para ello crea nuevas figuras y modifica las existentes, haciéndose cargo en forma adicional de su tratamiento procesal, solucionando a este respecto la baja cifra de denuncias y condenas que hoy en día los afectan.


II. REFORMA AL SISTEMA CRIMINAL.

El proyecto se enmarca dentro de una de las principales prioridades del Gobierno: la reforma al sistema de enjuiciamiento criminal en Chile, fundamentalmente a través de la reforma procesal penal.


Dicha reforma incidirá fuertemente en mejorar los niveles de eficiencia y eficacia en la persecución criminal, de forma tal de contar con una justicia penal ágil y oportuna. En paralelo a ello, hemos puesto especial énfasis en el mejoramiento del sistema penitenciario y en la ejecución de las penas, con el objeto de elevar, por una parte, los estándares de seguridad de nuestras cárceles dotando a éstas de una moderna y adecuada infraestructura y generando reales alternativas de reinserción social de las personas privadas de libertad. Por otra parte, se ha buscado obtener que las personas condenadas a penas privativas de libertad por los tribunales de justicia, sólo puedan acceder a beneficios intrapenitenciarios cuando cumplan todos los requisitos y condiciones que establecen las normas penales respectivas, especialmente, cuando exista un adecuado pronóstico sobre su conducta futura.


La modernización del Sistema de Administración de Justicia constituye un esfuerzo de crecimiento institucional que, cercano ya el fin de siglo, es ineludible para el desarrollo y consolidación de nuestro sistema constitucional y democrático. Existe en el país un amplio consenso sobre la falta de adecuación del sistema vigente a los requerimientos de los tiempos actuales, siendo ésta percibida como un obstáculo a las metas de desarrollo que el país se ha trazado para los años venideros.

III. DATOS QUE ARROJA LA REALIDAD.

Cuando nos referimos a delitos sexuales, estamos comprendiendo la sanción penal a la violencia sexual. Ésta es toda violencia que afecta u opera sobre la sexualidad de la víctima, sea ésta hombre o mujer, niño (a) o adulto (a), dentro de los actos de violencia sexual, la violación es la más grave forma de agresión sexual, especialmente cuando la víctima es un niño o una niña.


En la actualidad, cerca de un 75% a 80% de los casos de violencia sexual no llegan a ser denunciados, lo que significa que entre 7 y 8 de cada 10 hechos de abuso sexual, no llegan siquiera a ser conocidos por la justicia.


En este sentido, sólo con el objeto de citar alguna de las investigaciones realizadas en esta materia, entre los años 1985 y 1989, se registraron 19.168 procesos judiciales por delitos sexuales, lo que arroja una estimación de un total aproximadamente de 150.000 abusos sexuales ocurridos en dicho período, es decir cerca de 30 mil casos por año. Si al mismo tiempo observamos el número total de condenas para igual período -2.310 condenas-, éstas vienen a representar sólo un 1,42% de los hechos ocurridos en el país en dichos años.


Estos antecedentes nos permiten concluir la relevancia que la nueva ley de delitos sexuales tiene. Ella permitirá aumentar el número de condenas y mejorar la eficiencia de la persecución criminal de estos hechos que revisten la máxima gravedad.

IV. LA VIOLACIÓN DE MENORES DE EDAD.

Especial preocupación dentro de los delitos de violencia sexual, reviste el delito de violación cuando la víctima es un menor de edad.


De acuerdo a lo prescrito en el proyecto de ley, se considera como violación el acceso carnal (la penetración vaginal, anal o bucal) de cualquiera persona (hombre o mujer).


De acuerdo a la ley vigente, la penetración anal o bucal de una mujer y la bucal de un hombre, eran penalizadas sólo como abusos deshonestos. Tenían, por lo mismo, una pena de 61 días a 5 años de privación de libertad.


En el marco de la ley de delitos sexuales, el rango general de penalidad va entre 3 años y un día a 15 años. Por otra parte, en el caso que se trate de menores de 12 años de edad, se aplica una pena que va entre los 5 años y un día a 20 años.


Por tanto, el proyecto permite que los jueces puedan aplicar la pena que, en atención a los antecedentes del caso concreto, el delito amerite, especialmente la penalidad más alta para los casos más graves.

V. CONTENIDO DEL VETO.

El proyecto aprobado por el Parlamento dispone un tratamiento integral a los llamados delitos sexuales.


Sin embargo, el gobierno ha estimado conveniente hacer uso de las atribuciones que le confiere el artículo 70 de la Constitución Política de la República, para complementar dicha norma.


Se trata, entonces, de formular un veto aditivo, que recoge y valora la normativa aprobada por el Congreso, pero le agrega algunos elementos.


El proyecto contempla, en su artículo 2º, la limitación para el otorgamiento de las medidas que contempla la ley Nº 18.216 (libertad vigilada, reclusión nocturna, remisión condicional) en el sentido que la persona beneficiada no se acerque a la víctima.


A dichas restricciones, el veto agrega las siguientes:

1.
Elimina la posibilidad que los condenados por los delitos del artículo 362 del Código Penal -violación de menores de 12 años- y del artículo 372 bis del mismo Código -violación con homicidio, en este último caso si la víctima se tratare de una persona menor de 12 años-, puedan acogerse a las medidas de libertad vigilada, remisión condicional de la pena y reclusión nocturna, declarando expresamente que ellos no procederán en ninguno de estos casos.


Con ello se asegura que los autores de dichos delitos permanezcan efectivamente privados de libertad por el período de tiempo que el juez competente haya determinado en la respectiva sentencia.

2.
Eleva la exigencia del tiempo que deben cumplir (de la mitad de la condena a los dos tercios) los condenados por violación de menores de 12 años para postular al beneficio de la libertad condicional.


Para ello se ha tenido en consideración múltiples factores, como la extrema gravedad de este tipo de delitos -constituye el de mayor entidad dentro del párrafo- y la evidente función de contención que cumple a su respecto la imposición de la sanción.


Es necesario señalar que esta decisión de política criminal pública, se plasmará también, en el sistema de beneficios intrapenitenciarios que contempla el reglamento carcelario, a fin de excluir en forma absoluta la posibilidad de acceder a ellos -salida diaria, salida dominical y de fin de semana- a las personas condenadas por delitos de violación en que las víctimas sean menores de 12 años de edad.


Con ello, se da una clara señal del reproche social que estos delitos producen en nuestra sociedad y al mismo tiempo se asegura que aquellos autores que sean condenados por estos delitos ejecuten sus penas privadas de libertad.


A lo anterior se debe agregar la necesidad de perfeccionar el catálogo de sanciones y el sistema de ejecución de penas, particularmente en lo que dice relación con las medidas alternativas a la privación de libertad.


En este marco, el Gobierno, a través del Ministerio de Justicia, ha emprendido desde hace más de un año, en conjunto con la Fundación Paz Ciudadana, un proceso de estudio y análisis de esta compleja materia, con el objeto de efectuar, dentro del presente año, las correspondientes propuestas de reforma legislativa integrales que se requieran.


En atención a las razones antes formuladas y en uso de la facultad que me confiere el inciso 1º del artículo 70 de la constitución Política de la República, y de conformidad con lo dispuesto en el Título III de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional remito la siguiente observación al texto aprobado del siguiente tenor:

AL ARTÍCULO 2º
1.
Modifíquese el artículo 2º del proyecto de ley, en el siguiente sentido:

a.
Reemplázase el encabezado por el siguiente:


“Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.216 sobre medidas alternativas a las penas privativas y restrictivas de libertad”.

b.
Agréguese como número 1, nuevo, pasando su actual contenido a ser número 2, el siguiente numeral:


“1.- Introdúcese el siguiente inciso segundo al artículo 1º:


“No procederá la facultad establecida en el inciso precedente tratándose de los delitos previstos en los artículos 362 y 372 bis del Código Penal, siempre que en este último caso la víctima fuere menor de 12 años”.

AL ARTÍCULO 4º
2.
Agrégase en el artículo 4º, al final de la frase “violación con homicidio”, la oración “violación de persona menor de doce años”, precedida de una coma (,).”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Justicia”.

